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San José, 4 de noviembre de 2018 
 
Señores 
Junta Directiva 
Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica 
 
 
Estimados señores: 
 
Conforme a lo solicitado, remitimos el informe de la Comisión que coordino, 
relacionada con el proyecto de ley,  Expediente N.º 20.455,  Ley para penalizar el 
despilfarro de recursos públicos,  según se solicitó por parte de la Comisión 
Permanente Ordinaria de Asuntos Económicos de la Asamblea Legislativa. 
 
Examinado el proyecto, se ha podido comprobar que consiste en la adición de un 
nuevo artículo 52 a la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la 
función pública, Ley No. 8422 de 6 de octubre de 2004. 
 
La norma que se propone tendría el siguiente texto: 
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La primera observación que cabe formular, es que existen grandes reservas con 
relación a la redacción del tipo penal que se introduce en la propuesta. Si bien no 
es materia propia del Derecho administrativo, saltan fácilmente dudas razonables 
con relación a la tipificación de la conducta delictiva que prevé la propuesta de ley. 
 
Por otra parte, debe señalarse que, si bien en la Exposición de Motivos lo que motiva 
la iniciativa de ley, es el derroche de “miles de millones de colones de todos los 
ciudadanos por los errores, la mala planificación, la improvisación, los desaciertos, 
la irresponsabilidad y la incapacidad dentro del sector público”, lo cierto es que la 
conducta sancionable consiste en facilitar o permitir “el incremento injustificado de 
costos, gastos o erogaciones de cualquier tipo de recursos públicos”.  Así, la 
gravedad de la sanción será proporcional al valor del monto del incremento 
“injustificado”. 
 
Como se aprecia, la norma no sanciona errores, mala planificación, improvisación o 
desaciertos, sino más bien, el aumento injustificado del costo de obras o servicios 
que deban ser cubiertos con recursos públicos. 
 
Desde esa perspectiva, bien podría considerarse que la propuesta evidencia una 
inconsistencia entre lo que motiva la iniciativa y su contenido. 
 
En todo caso, cabe destacar que una conducta como la que se pretende sancionar 
bien podría considerarse que cabe dentro de tipos penales ya vigentes en la misma 
Ley que se desea reformar. 
 
Efectivamente, así resulta de lo establecido en el artículo 49 de la citada ley, 
mediante el cual se sanciona el pago de precios superiores al valor real o corriente, 
el artículo 50 que sanciona penalmente, al funcionario público que incurra en 
falsedad de la información acerca de la ejecución o construcción de una obra 
pública. Por otra parte, en el artículo 51 de la misma disposición legal, se sanciona 
penalmente el pago irregular de contratos administrativos. 
 
Por esa razón, estima esta Comisión que la propuesta debe ser revisada en cuanto 
a su contenido, para ajustarla a lo que la motiva y en cuanto a si lo que se desea 
sancionar, está o no ya regulado por la ley vigente. 
 
Atentamente, 
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